Carátula 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 16 y 4 minutos) 
La Comisión tiene el gusto de recibir a los integrantes de la Suprema Corte de Justicia, a quienes da la bienvenida. 


Ante todo, queremos expresar oficialmente al doctor Gervasio Guillot nuestro beneplácito por su asunción como Presidente, así 
como también al doctor Van Rompaey, como integrante de la Suprema Corte de Justicia. 


Es nuestro deseo señalar que queremos mantener el compromiso de trabajar mancomunadamente en lo que hace a las tareas del 
Poder Legislativo y del Poder Judicial. 


Como es sabido, hemos recibido tres venias para designar Ministros del Tribunal de Apelaciones, por lo que nos gustaría conversar 
un poco acerca de ellas. Me refiero, concretamente, a las de los doctores Luis María Simón, Carlos Baccelli y John Pérez Brignani. 
Esta última, precisamente, no figura en la nómina de los candidatos a integrar Tribunales. Entonces, tenemos interés en 
intercambiar ideas acerca de esto, más aún teniendo en cuenta que más tarde recibiremos a integrantes del Colegio de Abogados 
a efectos de conocer también su opinión. 


SEÑOR ALONSO DE MARCO.- Si los señores Senadores me permiten, quisiera decir que, más o menos, ya había pensado que 
podía haber dudas con relación a estas venias. En primer lugar, pido disculpas, especialmente a los señores Senadores García 
Costa y Korzeniak que son veteranos en estas lides, porque seguramente esta historia la han escuchado más de una vez. 


Frente al planteo que ha realizado el señor Presidente, creemos imprescindible realizar una pequeña exposición sobre este tema. 


En principio, debemos señalar que la Constitución establece el derecho o la facultad de la Corte de designar a los Ministros del 
Tribunal de Apelaciones, con venia del Senado, sin ningún tipo de limitación, salvo la antigúedad determinada para los Jueces 
Letrados; incluso puede ser una persona de fuera del Poder Judicial. Entonces, tradicionalmente se ha nombrado a los Jueces 
Letrados de Montevideo. 


La Suprema Corte de Justicia, un poco por inquietud de la Asociación de Magistrados Judiciales del Uruguay, y concretamente de 
quien habla y del ex Ministro Marabotto -podemos decir que fuimos los propulsores del tema- aunque también de los demás 
Ministros, empezó en el año 1992 estableciendo la Acordada N* 7.192. Actualmente rige la Acordada N* 7.407 que, si bien ha 
cambiado detalles, en lo básico permanece exactamente igual que antes. Esta Acordada refiere a una de las condiciones para el 
ascenso de los Jueces. 


La Ley Orgánica de la Judicatura de Organización de los Tribunales, que lleva el N* 15.750, establece en su artículo 96 que la 
Suprema Corte de Justicia establecerá el orden de los ascensos y de los traslados entre los distintos Tribunales, lo que quiere decir 
que aquí no hay ninguna limitación. En el artículo 97 se dice que los ascensos se efectuarán en principio al grado inmediato 
superior, teniendo en cuenta los méritos, la capacitación y la antigúedad en la categoría. Se trata, pues, de tres factores. También 
se señala que los méritos serán apreciados por la Suprema Corte de Justicia examinando la actuación y el comportamiento del 
Juez en el desempeño de sus funciones, teniendo en cuenta a esos efectos, especialmente, las anotaciones favorables o 
desfavorables que surjan del respectivo legajo personal. Con respecto a la antigúedad no se dice nada, obviamente; y en cuanto a 
la capacitación, se señala que será apreciada mediante los criterios generales que establecerá y reglamentará la Suprema Corte de 
Justicia. 


A su vez, las Acordadas que mencionamos y la última, que está vigente, comienza diciendo: "Atento a lo dispuesto en el artículo 97, 
inciso tercero, de la Ley N* 15.750 ...", es decir que se va a reglamentar la capacitación de acuerdo con lo que establece la propia 
ley; y la Corte va a dar los criterios generales. Entonces, se establecen estos criterios, entre los cuales se encuentra el trabajo de 
una Comisión Asesora que tendrá en cuenta una serie de factores, cuyo cometido principal será el de calificar a los Magistrados de 
cada grado en la carrera judicial en lo atinente a su capacitación. Esto es lo que figura, precisamente, en el artículo 97, inciso 
tercero, de la citada ley. 


Esta Comisión funciona y presenta la nómina, pero debemos tener en cuenta lo que establece el artículo en cuanto a que las 
resoluciones no obligan a la Suprema Corte de Justicia. Concretamente, el artículo 12 de la anterior, indicaba que sería tenido en 
cuenta el informe de la Comisión para la designación. Es decir, sería tenido en cuenta dicho informe, entre los tres factores 
señalados: mérito, capacitación y antigúedad. Naturalmente, no puede ser obligatorio porque estamos hablando de uno de los 
factores que establece la ley y también porque, de otro modo, la Comisión haría los nombramientos. Si eso ocurriera, sería una 
disposición abiertamente inconstitucional. 


Me parece muy claro que la Suprema Corte de Justicia no puede abdicar de la facultad que tiene, de acuerdo con la Constitución, 
de nombrar a los Ministros o a los Jueces que considere más conveniente, y pensar en nombrar a los que digan unas personas, 
teniendo en cuenta que allí el Poder Judicial y la Corte están representados, aunque esta última tiene un miembro en cinco. Es 
decir que habríamos hecho abdicación de la facultad, o sea, de la potestad que tenemos de hacer las designaciones a favor de 
grupos extraños al Poder Judicial. Por eso, precisamente, entendemos que si bien la intervención de la Universidad o de la 
Facultad de Derecho es muy importante, como así también la opinión del Colegio de Abogados -porque son grupos interesados en 
el servicio- la dirección del servicio le corresponde a la Suprema Corte de Justicia y no estamos dispuestos a abandonarla. Es más, 
creemos que tampoco podemos hacerlo. De modo que cada vez -en realidad es de vez en cuando- que hay una propuesta de una 
persona que no está en la lista, surgen las dudas y objeciones. 


El artículo 8% dice que las nóminas serán tenidas especialmente en cuenta por la Suprema Corte de Justicia en la oportunidad de 
efectuar ascensos o traslados a mejor destino, pudiendo la Corporación recabar a la Comisión Asesora los antecedentes e informes 


que considere oportuno solicitar. Reitero que indica: "serán tenidas especialmente en cuenta". 


En definitiva, ese es el fundamento que hemos tenido. Hace mucho tiempo que tenemos esta pequeña batalla -esto sucede cada 
vez que hay un nombramiento o que a ellos se les ocurre- con el Colegio de Abogados, y entendemos que de ningún modo 
podemos ceder y creer que dicho Colegio puede tener un poder prácticamente directo -no directo, sino a través de una Comisión- 
en la designación de los Ministros. 


Aclarado este punto voy a expresar lo siguiente. El doctor John Pérez Brignani, que también es escribano, fue designado por la 
Suprema Corte de Justicia y durante tres años fue encargado como Coordinador Jurisdiccional de los Programas de Ayuda o de 
colaboración que tenemos con el BID, como el de Fortalecimiento del Sistema Judicial Uruguayo. Se trata de un invento como 
tantos otros que ha hecho esta Corte, para poder disponer de Magistrados que tengan vocación por lo administrativo, pero que no 
quieren dejar de ser tales. En otros países, e incluso en otras instituciones de nuestro Estado, existe una especie de profesor o 
maestro en vacaciones. Este caso está referido a un Juez en vacaciones que dejó la carrera judicial -no ejercía el cargo- y se le 
encargó la tarea indispensable de conseguir que los proyectos o los programas de los organismos internacionales estuvieran un 
poco más cerca de las necesidades del servicio, de lo que había ocurrido hasta ese momento. El estuvo tres años cumpliendo esa 
tarea. En virtud de eso recién el año pasado fue reintegrado, y diríamos que prácticamente no pudo hacer mérito. Es decir que 
pudo ser tenido en cuenta porque cuando se realizó la lista era Juez, pero durante tres años no tuvo oportunidad de ser 
considerado, hacer sentencias, etcétera. Aclaro que en el momento en que se hicieron las calificaciones estaba y lo podrían haber 
puesto, pero en cierta forma no se tuvo en cuenta la actuación anterior, no tuvo la oportunidad de ir formando opinión a través de 
los años, ni tampoco pudo plantear sus aspiraciones, sus trabajos, ni lo que fuera. Hizo una tarea realmente importante para la 
Suprema Corte de Justicia pero, en cierto modo, eso mismo lo pudo perjudicar. 


Entendemos que es un excelente Magistrado, que ingresó al Poder Judicial en el año 1984, e incluso, fue funcionario del Juzgado a 
mi cargo. Me consta que tenía un empleo importante en una empresa de relevancia a la cual renunció para poder ser Magistrado. 
Tiene una vocación absoluta y una dedicación total al Poder Judicial y, por lo tanto, nos pareció que era una injusticia el hecho de 
no tenerlo en cuenta en esta oportunidad. 


SEÑOR VAN ROMPAEY.- Como consecuencia de haberse firmado el respectivo contrato, integro el Consejo Supervisor y en ese 
sentido no tuve otra opción que recurrir a los antecedentes que constaban en poder de este doctor. El fue quien armó todo el 
Programa, y si bien tiene algunas deficiencias, evidentemente logró que siguiera adelante y que ahora esté en la etapa de 
ejecución. 


SEÑOR KORZENIAK.- Quisiera señalar que la Comisión de Asuntos Administrativos del Senado no tiene la menor duda de que la 
facultad de la Suprema Corte de Justicia no está limitada de manera vinculante por esta Comisión que la propia Suprema Corte 
reglamentó y creó. Esto lo sabe el Presidente interino de la Suprema Corte de Justicia, doctor Alonso De Marco, pues lo hemos 
conversado muchas veces. O sea, la Comisión no tiene ninguna duda de que el informe no tiene ningún carácter vinculante del que 
hace el dictamen. Jurídicamente es probable que se pueda considerar un dictamen, un informe. 


En segundo lugar, tanto la Suprema Corte de Justicia como esta Comisión tenemos presente que el ideal institucional es que los 
ascensos recaigan en las personas que tienen mejores méritos. La distinción que hace la Ley Orgánica de la Judicatura entre 
méritos, capacidad y antigúedad es una sistematización relativamente correcta, porque los méritos y la capacidad tienen puntos de 
encuentro hasta sinuosos, difíciles de distinguir; y la antigúedad, tomando el calendario gregoriano, es bastante más sencilla. De 
todos modos, creo que hay acuerdo y que, obviamente, el doctor Alonso De Marco utilizó con cordialidad la expresión "batalla", 
aunque no sé si se refería a una guerra con la Comisión o con el Colegio de Abogados; por cierto, cuando solicitamos a la Suprema 
Corte de Justicia que nos ilustre, nosotros no estamos en ejercicio de ninguna actividad bélica. 


Está claro que, en esa finalidad común de que en los ascensos se designe a las mejores personas, constitucionalmente el Senado 
está habilitado para otorgar o no la venia. Por consiguiente, lo lógico es que, en aquellos casos en los que no se cuenta con un 
elemento habitual, constante, y que generalmente reúne la opinión de lo que en los Estados Unidos se denomina la comunidad 
jurídica, el Senado trate de nutrirse con la mayor cantidad de elementos posibles. Esa es la razón por la cual molestamos a la 
Suprema Corte de Justicia cuando no figura alguna persona en esa lista que elabora la Comisión. 


Es más, no sé si está en el informe que acompaña al pedido de venia, pero el elemento que nos acaban de aportar no lo tenía, o 
sea, no sabía que había transcurrido determinado tiempo. La verdad es que al no haber tenido un diálogo sobre ese punto, lo 
primero que a uno se le ocurre es preguntar dentro de una práctica de comunicación que tenemos desde hace un tiempo. 


SEÑOR ALONSO DE MARCO.- Quiero agregar que ese Magistrado desempeñó su actividad entre los años 1998 y 2001, siendo 
Coordinador Jurisdiccional del Programa de Fortalecimiento del Sistema Judicial Uruguayo. A partir del año 2001 y hasta la fecha 
ocupa el cargo de Juez Letrado en Primera Instancia de 15* Turno. 


SEÑOR CAIROL!I.- Quizás en el Mensaje no se haya establecido claramente que durante el período en que ocupó el otro cargo no 
llevó a cabo tareas como Magistrado. De alguna manera eso fue lo que lo eliminó de la lista, pues los superiores procesales no 
pudieron opinar sobre la sentencia de ellos y, además, los abogados y la propia Facultad se abstuvieron de hacerlo porque no lo 
conocían como Juez; además, hacía ya tres años que no ejercía. 


SEÑOR KORZENIAK.- Creo que todos estamos de acuerdo en que no es una práctica que genere ningún tipo de dudas. Lo que 
ocurre es que la Comisión de Asuntos Administrativos quiere informarle al Senado y darle su consejo con la mayor cantidad de 
elementos de juicio posibles. 


Seguramente los miembros de la Suprema Corte de Justicia recordarán que casi en el cien por ciento de los casos donde ha 
habido este tipo de informe -puedo recordar uno solo- siempre se ha tenido en cuenta su opinión en función de que ha demostrado 
que había elementos suficientes para ello. 


Tal vez sea una majadería personal, pero en una oportunidad planteé, aunque no fui acompañado -quizás les asistía razón a 
quienes no lo hicieron- que leyendo la lista de méritos, y aún con los informes de la Comisión, no tenía la posibilidad de comparar 
esos datos con los méritos de otra persona. Esto lo planteé en torno a un caso que produjo mucha duda, pero también debemos 


tener en cuenta que en un país que aspira a tener una buena carrera judicial, quien mejor la puede apreciar es la Suprema Corte 
de Justicia. Por lo tanto, en esto no vamos a tener nunca una discrepancia. 


SEÑOR ALONSO DE MARCO.- Hemos concurrido tantas veces al Senado que casi puedo decir que me siento como en mi casa; 
por ello no hice la primera aclaración que corresponde, que es la de agradecimiento de nuestro organismo por el hecho de que le 
hayan dado la oportunidad de expresar su opinión. 


Está claro que nosotros estamos muy conformes y hemos asistido de muy buen grado. Además, cuando hablamos de "batalla", en 
ningún modo nos referimos a esta Comisión pues consideramos que tiene todo el derecho del mundo a solicitar las aclaraciones 
que considere pertinente; en realidad, estábamos aludiendo al Colegio de Abogados que sistemáticamente viene a plantear el tema 
de los Ministros del Tribunal de Apelaciones y jamás cuestiona los demás cargos. Digo esto porque supuestamente también tiene el 
mismo derecho en lo que respecta a los cargos de Juez Letrado de Montevideo, del Interior y de Paz. Cuando ha sido designado 
en un cargo de este tipo alguien que está dentro o fuera de la lista, ellos nunca dijeron nada; sin embargo, por el contrario, siempre 
están pendientes del tema del Tribunal de Apelaciones. Por ello hemos venido de alguna manera buscando la intervención del 
Senado, en función de que de alguna manera es una parte principal de este proceso. 


SEÑOR GARCIA COSTA.- Quiero destacar que ha sido sumamente interesante este intercambio de ideas que hemos tenido. 
Asimismo, vale la pena dejar de manifiesto que la intención de la Comisión no es invitar a la Suprema Corte de Justicia para 
conversar específicamente acerca de si la Comisión está o no de acuerdo con ese organismo o por qué no sigue determinada 
manifestación. Podemos y hemos hablado de ello pero, además, la Comisión estima que si a la Suprema Corte de Justicia le 
parece del caso ampliar las motivaciones por las cuales ha remitido las propuestas, lo puede hacer, pero eso lo decidirá el propio 
organismo. 


Quería dejar sentadas estas expresiones porque si no daría la falsa impresión de que nada más estamos atendiendo un problema 
que, como muy bien lo señalaba el señor Presidente Interino de la Suprema Corte de Justicia, es harto repetido y conocido. El 
asunto está sobre la mesa, oímos la opinión de sus integrantes que nos han aportado algunos detalles de interés, pero a la 
Comisión también le interesan otros aspectos. Dicho de otra manera, no podemos reducirnos a un solo elemento. Si no decimos 
algo parecería que la Comisión sólo tiene a consideración ese aspecto. 


SEÑOR VAN ROMPAEY.- En mi carácter de reciente miembro de la Suprema Corte de Justicia, quisiera destacar que pertenezco a 
una generación de Magistrados que luchó a nivel gremial por la sanción de este procedimiento -o el más objetivo posible- de 
calificación de la capacitación y mérito de los Magistrados. 


Por cierto, este sistema enorgullece al Uruguay a nivel internacional, donde no son muchos los países -diría que el nuestro es el 
único- que pueden contar con mecanismos de este tipo. Cada vez que hemos expuesto esta Acordada a nivel internacional, hemos 
sido elogiados de manera uniforme y enfática, aunque me consta que ha sido objeto de críticas. La hemos defendido desde su 
sanción. El hecho objetivo es que esta Acordada se ha cumplido. Bastaría pasar revista a las designaciones de Ministro de Tribunal 
y aun de Jueces Letrados para constatar que, efectivamente, la gran mayoría de los Magistrados que actualmente integran el 
Tribunal de Apelaciones han sido designados de entre los Magistrados que figuran en la lista confeccionada por la Comisión 
Asesora. 


Por lo tanto, creo que si bien han sido varias las oportunidades en que este diálogo se ha producido, no dejan de ser 
excepcionales, porque la Acordada es un mecanismo operativo que funciona en la práctica con mucha eficacia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Corroborando lo expresado por los señores Senadores Korzeniak y García Costa, queremos señalar que 
aunque en las tres venias se hubiera cumplido exactamente el mismo procedimiento, igualmente hubiéramos invitado a las 
autoridades de la Suprema Corte de Justicia para tener una conversación sobre estas nominaciones. Tal como expresó el señor 
Senador Korzeniak, ese es el espíritu de la Comisión. Además, esperamos seguir en este mismo camino. Las explicaciones del 
señor Presidente de la Suprema Corte de Justicia respecto a esta venia del doctor John Pérez Brignani, sin lugar a dudas 
esclarecen nuestra actuación e incluso nos aportan elementos para intercambiar con el propio Colegio de Abogados. 


Por lo tanto, agradecemos enormemente su presencia y desde ya renovamos ese compromiso de seguir trabajando en los temas 
atinentes a ambos Poderes de la manera más fluida posible. 


Muchas gracias. 
(Se retira de Sala la delegación de la Suprema Corte de Justicia) 
(Ingresa a Sala una delegación del Colegio de Abogados del Uruguay) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Asuntos Administrativos del Senado tiene mucho gusto en recibir -para nosotros es un 
honor- a los representantes del Colegio de Abogados del Uruguay, quienes han solicitado una audiencia para tratar temas que 
tienen vinculación tanto con el Colegio de Abogados como con la Suprema Corte de Justicia y con esta Comisión. 


SEÑOR HERBERT.- Como en otras ocasiones, el Colegio de Abogados viene a esta Comisión para manifestar que entre las 
personas propuestas por la Suprema Corte de Justicia para integrar los Tribunales de Apelaciones, hay una que no se encuentra en 
la lista de los diez candidatos que la Comisión Asesora, creada por la propia Suprema Corte de Justicia, ha indicado en la reunión 
que realizó a esos efectos. Para el Colegio de Abogados este es un tema de vital importancia y también lo es para los Jueces. El 
tema de la cristalinidad en la designación, la remoción, la instrucción de sumarios y los traslados de los Jueces, tiene que ver no 
sólo con esta Comisión, con el Poder Judicial, con la Suprema Corte de Justicia y con el Colegio de Abogados, sino también con el 
Estado de Derecho. 


El Colegio de Abogados ha propugnado -y así se lo ha dicho a la Corte- que los cometidos de esa Comisión sean más amplios de 
manera que los Jueces puedan ser calificados no sólo en un recinto de cuatro paredes por los Ministros de la Suprema Corte de 
Justicia, sino por la Asociación de Magistrados Judiciales del Uruguay, por los operadores de derechos representados por el 
Colegio de Abogados, por sus propios jerarcas -que son los Ministros de Tribunales de Apelaciones- y también por la Suprema 
Corte de Justicia, que son los integrantes de esta Comisión. 


En este caso han sido propuestos dos Jueces que se encuentran en la lista, los doctores Baccelli y Simón -éste hace tiempo que 
está primero en la lista- pero no aparece el doctor John Pérez Brignani. Quiero aclarar que no tenemos ningún reparo ético 
respecto del doctor John Pérez Brignani, pero nunca estuvo en la lista, o sea que nunca fue votado. No tiene un voto dentro de la 
Comisión, ni tampoco dentro de la Suprema Corte de Justicia, de la Asociación de Magistrados Judiciales del Uruguay, del Colegio 
de Abogados ni de los Tribunales de Apelaciones. 


Es cierto que la Comisión es asesora, pero el hecho de haberse creado en el ámbito de la Suprema Corte de Justicia y de que el 
país no tenga un Consejo de la Magistratura, hace que la Corporación cuando elige tenga que tener mucho cuidado en estas 
cuestiones. 


Me acompaña la doctora Edith WEIDER, que es la Secretaria del Colegio de Abogados, quien en forma conjunta con el Presidente 
lo representan, y el doctor Giuria que es nuestro actual representante en esa Comisión, como antes lo fue la doctora WEIDER y el 
doctor Hourcade. 


De pronto, el doctor Giuria podría hablar con un poco más de autoridad sobre este punto, porque el Directorio del Colegio delega 
en alguno de sus representantes la integración en esta Comisión. 


SEÑOR GIURIA.- Quiero dar una idea acerca del sistema de las Acordadas. Hay una que está vigente, que es la N* 7.407, en la 
que se establece una Comisión Asesora. Por supuesto, la facultad constitucional de designación le corresponde a la Suprema 
Corte de Justicia, pero la Comisión Asesora está integrada por un delegado de la Suprema Corte de Justicia, otro de los Tribunales 
de Apelaciones, otro de la Asociación de Magistrados Judiciales, otro de la Facultad de Derecho y también uno del Colegio de 
Abogados. 


La situación es la siguiente: una vez por año la Suprema Corte de Justicia solicita a los superiores procesales que hagan una 
calificación de cada uno de los inferiores procesales, cuyas sentencias hayan visto en apelaciones. De ese modo, se forman cinco 
grupos. Ellos son: el de los Juzgados de Paz de ciudades, villas y pueblos; el de los Juzgados de Paz Departamentales del Interior; 
el de los Juzgados Letrados del Interior; el de Juzgados Letrados de Montevideo, y el de los Juzgados de Paz Departamentales de 
Montevideo. Posteriormente, cada uno de ellos hace una lista en base a los votos de los superiores procesales, los informes que 
tenga el Colegio de Abogados y los informes que pueda tener la Facultad de Derecho, que en general no son muy numerosos. 
Como dije, en base a eso se hace una lista, que anteriormente era de diez candidatos y ahora es de quince. En el caso de los 
Juzgados Letrados de Montevideo, que es el que nos afecta, la lista se hace con los votos de los Ministros de los Tribunales de 
Apelaciones, que son siete, y son tres miembros por cada uno, con un máximo de veintiún votos; creo que el doctor Simón tiene 
alrededor de dieciocho votos. También debemos mencionar a los Tribunales de Apelaciones en lo Penal, que son tres, con un 
máximo de nueve votos y a los Tribunales de Apelaciones de Familia, que son dos con un máximo de seis votos. Asimismo, se 
integra una lista en la cual intervienen Jueces Letrados Civiles, Jueces Letrados en lo Penal, de Trabajo y de Familia. En esa lista 
de quince miembros, que es la que corresponde a este último período, no figura el doctor John Pérez. 


Aclaro que estoy a disposición de los señores Senadores para evacuar cualquier consulta sobre el funcionamiento de la Comisión, 
pero esa es, en principio, la manera en que actúa. 


SEÑORA WEIDER.- Quiero aclarar que tampoco figuró en las listas anteriores. 
SEÑOR HERBERT.- Y tampoco cuenta con ningún voto. 
SEÑOR GARCIA COSTA..- Quisiera saber si, en resumen, el Colegio de Abogados se inclina a aconsejarnos no conceder la venia. 


SEÑOR HERBERT.- Así es, señor Senador. Esta ha sido la política del Colegio de Abogados en casos anteriores. Incluso, muchas 
veces ha hecho reserva, no sólo de la parte ética -no hay ningún Juez que no merezca estar donde está- sino de ciertas virtudes 
intelectuales, en caso de que se haya contado algunos votos. Por ejemplo, en un caso estudiado por la Comisión y votado por el 
Colegio de Abogados, cuando fue propuesto, el propio Colegio vino aquí a decir que no se debía votar la venia porque lo que en 
realidad importa es lo que resuelve la Comisión y no el Colegio. En este caso que estamos considerando, además, se da la 
agravante de que la persona propuesta -con la cual mantengo excelentes relaciones- no tiene ni un voto y nunca estuvo en la lista, 
es decir, nunca fue propuesto para entrar en una lista, ni cuando ésta se integraba con diez miembros, ni ahora que debe contar 
con quince. Hay algunos Jueces que no integran la lista pues no alcanzaron el número suficiente de votos, pero otra cosa muy 
distinta es que no se cuente ni siquiera con un voto. Esto significa que existe cierta unanimidad de criterio. 


Realmente, este es un tema que llama la atención, porque con la Suprema Corte de Justicia hemos tenido este tipo de situaciones. 
Su Presidente, incluso, me ha criticado personalmente en forma muy amable debido a que yo hablo de la cristalinidad de esa 
institución, como si no la tuviera. Hace un tiempo había ascendido la doctora Salvo, que contaba con los votos necesarios -si no 
tenía 19 por lo menos llegaba a 16- y lo mismo sucedió con el doctor Batelli. Sin embargo, ahora se da esta situación en la que se 
introduce el nombre de alguien que no tiene ningún voto. Por tal razón es que yo he hablado de que en el recinto correspondiente 
se resuelve algo y los Jueces ni siquiera saben por qué. Creo que queda claro que el tema no es solamente el Colegio de 
Abogados, sino lo relativo a la Asociación de Magistrados Judiciales. En realidad, debemos preguntarnos dónde estamos parados, 
ya que estamos siguiendo una carrera en la que más o menos nos conocemos todos y estamos calificados, y de repente aparece 
alguien que se cuela en la lista. Indudablemente, este no es el tipo de cristalinidad a la que aspira el Colegio de Abogados, y no hay 
que olvidar que este tema tiene mucho que ver con el Estado de Derecho. En los tiempos sencillos las cosas van bien, pero en los 
difíciles hay aspectos que se pueden torcer. Si se sigue permitiendo que la Suprema Corte de Justicia, en el recinto de cuatro 
paredes siga decidiendo tal como ha hecho en este caso, proponiendo a alguien que no cuenta con los votos requeridos, sin duda 
se puede desestabilizar, no sólo lo relativo a la carrera de la judicatura, sino también la parte emocional de los Magistrados. Por 
ejemplo, en esta ocasión, tenemos Magistrados que han sido postergados a pesar de contar con dieciséis o diecisiete votos. 


SEÑORA WEIDER.- Quiero citar el caso de la doctora Alicia Castro, que hace por lo menos seis años que integra la lista. Lo que 
sucede es que estas resoluciones no tienen fundamento alguno, ya que el doctor John Pérez ni siquiera fue propuesto por la 
Suprema Corte de Justicia. En este sentido, no hay que olvidar que la Comisión también está integrada por un representante de 
dicho organismo y, sin embargo, él nunca trajo esa propuesta. 


Creo que la carrera del Magistrado debe ser respetada y así lo entiende nuestro Colegio. Debe darse garantías al Magistrado, y en 
caso de que cumpla con los requisitos y logre el honor de integrar la lista, resulta fuera de lugar que dicha lista no se respete y no 
se motive el acto de designación. Cuando nosotros hablamos de los cometidos de la Comisión, lo que estamos proponiendo es que 
también se considere en qué casos no corresponde que un Magistrado sea propuesto para su ascenso. 


En definitiva, dada la actual situación, hay que tener en cuenta que estamos ante Magistrados jóvenes, que tienen muchos años de 
carrera por delante, y con el sistema que estamos siguiendo sin duda pueden llegar a ser Ministros de la Suprema Corte de 
Justicia. 


SEÑOR SANABRIA.- La doctora decía que sólo se analizan los méritos. En circunstancias de observaciones o de pareceres 
contundentes de algún Tribunal vinculado a la actuación de un Juez, no correcta o no clara desde el punto de vista jurídico, ¿no 
entra en juego en el análisis esa acción del Magistrado? 


SEÑORA WEIDER.- Por ahora, la Comisión tiene como única tarea proponer los ascensos. Obviamente, eso se tiene en cuenta 
cuando se evalúan los méritos y se califica si hay razón para un demérito. Reitero que no es tarea de la Comisión el censurar o 
proponer sanciones. 


SEÑOR HERBERT.- La Comisión sólo se pronuncia sobre aspectos positivos, no sobre negativos, a los que, obviamente, tiene en 
cuenta. Sin embargo, creo que el señor Senador Sanabria se refería a otra cosa con su pregunta, es decir, a si eran tenidos en 
cuenta exclusivamente los méritos de tipo intelectual y no otros aspectos que pueden influir en la carrera de un Magistrado. Me 
animaría a decir que todos los aspectos influyen, aunque lo hacen sordamente. Por ejemplo, si hay un Magistrado muy inteligente 
pero muy incumplidor o no cristalino, recto en su actuación, eso se va a manifestar en la calificación. La Comisión no se dedica a 
decir, por ejemplo, que Fulano de Tal está calificado en las más altas posiciones y Mengano en las más bajas, ya que se aboca 
únicamente a los signos positivos. Eso se evalúa únicamente en el fuero interno, no como observación personal al calificado. 


SEÑOR SANABRIA.- Partiendo de la base de que la Comisión Asesora apunta a generar los acuerdos vinculantes a la propia 
integración y no analiza a todos los Magistrados del país, sino a los que están en carrera para llegar a esos niveles de 
posicionamiento, quisiera saber si se maneja, en definitiva, la ficha del Magistrado, la de su accionar, de su trabajo, de sus aciertos 
y errores, es decir, su ficha profesional, laboral. 


SEÑOR GIURIA.- No. La Acordada dice que se debe tener en cuenta la calidad técnica, la capacitación, el relacionamiento con 
abogados y demás profesionales y la conducción de audiencias. Por supuesto que los Ministros de los Tribunales de Apelaciones 
tienen acceso a algunos de estos elementos, por ejemplo a la calidad técnica y a la capacitación. Otros elementos, como el 
relacionamiento con abogados y la conducción de audiencias, no los ven jamás, salvo lo que pueda surgir del acta de una 
audiencia, por ejemplo, un error o un problema muy grande que pueda notarse. La ficha personal, el expediente personal, no llega 
nunca a la Comisión, ni se tiene en cuenta. En la Comisión no existen "bolas negras" ni rechazos; sólo calificación para el ascenso 
de aquellos que los superiores procesales han calificado como capaces. 


SEÑOR DE BOISMENU.- Desconociendo totalmente el tema y mirándolo de afuera, esto me ha provocado sorpresa y quiero 
quitármela. La Suprema Corte de Justicia, integrada por gente capaz que busca la igualdad de derechos para todos y la defensa de 
dichos derechos, ha hecho una propuesta que he observado. Me encuentro ante una institución con mucho prestigio y con una 
posición de Cuerpo también colegiado, como es el Colegio de Abogados, que presenta una postura totalmente distinta frente a este 
tema. Reitero que a los que miramos de afuera esta situación, nos sorprende en gran forma. Entonces, tengo una única pregunta 
que me hago ante ustedes, frente a vuestra capacidad, vuestra búsqueda de la igualdad y de la protección de los derechos de 
todos. Nos encontramos frente al caso de una persona propuesta, que ha sido tapada por el sistema, que no se puede haber 
puesto a consideración y que imagino que algún voto tendría que tener. Lo único lógico en este caso es que tendría que funcionar 
en otro sistema, dentro de otra organización, tapada por otro tipo de trabajo, por lo que no aparece con ningún voto. Así, no me 
puedo definir frente a esto. Me preocupa mucho, porque realmente me ha sorprendido muchísimo. Estoy seguro de que no hay una 
acción corporativa, ni de un lado ni del otro. Quiero suponer que esto no exista. 


SEÑOR HERBERT.- Mientras que las demás personas propuestas tienen votos suficientes para integrar la lista en esa Comisión 
Asesora creada por la Suprema Corte de Justicia, que opera en base a criterios precisos indicados en la Acordada, uno de los 
propuestos no tiene un solo voto, ni siquiera el del representante de la Corte en la Comisión. El hecho de que de la Suprema Corte 
de Justicia salga propuesta una persona que no fue siquiera votada por su representante en la Comisión Asesora, tiene que ver con 
esa cristalinidad de la que hablábamos. Su sorpresa es la misma que la nuestra y es la que le manifestamos a la Corte, a la que 
enviamos una carta diciendo que de las personas propuestas para integrar el Tribunal, hay una de cuyo origen no tenemos la 
menor idea. El propio Presidente de la Suprema Corte nos ha dicho que en los últimos dos años estuvo trabajando en un proyecto 
de informatización. Hay que destacar que eso también ha sido tenido en cuenta. El Colegio de Abogados ha sido muy delicado en 
este sentido. Por ejemplo, cuando se ha propuesto el ascenso de un Secretario Letrado de la Corte no calificado, porque no puede 
estarlo, el Colegio de Abogados no ha hecho ninguna observación ni puede hacerla, porque no puede calificarlo. Entonces, si la 
Suprema Corte de Justicia decide ascenderlo, el Colegio nunca se meterá en ese tema. ¿Por qué? Porque es una excepción 
absoluta a la posibilidad de calificación. Pero esto no significa que no pueda calificarse a todos los Jueces, incluso a aquellos que 
momentáneamente, por un período transitorio -por ejemplo, de dos o tres años- estén cumpliendo alguna otra función que no sea 
estrictamente la de Juez. Por eso se hacía mención a que la persona propuesta -a la que en este caso nos estamos refiriendo- no 
estuvo nunca en una lista. Es cierto que estuvo dos años en otro lado, pero no sólo no estuvo antes, sino que ahora tampoco 
estuvo propuesto en la última lista. Es decir que en los años que lleva de Juez Letrado nunca llegó a obtener un voto en esa lista. 
Por lo tanto, es muy difícil sostener que como en los últimos dos años no ha trabajado como Juez sino como encargado de algo 
que le encomendó la Corte, no puede ser calificado. No es así; por el contrario, ha sido calificado y la sorpresa que menciona el 
señor Senador es la misma que la que tuvimos nosotros. 


Por nuestra parte, también tenemos una segunda diferencia con la Suprema Corte de Justicia, y es que ésta debe dedicarse a su 
función jurisdiccional de forma preponderante y no tanto a la administrativa. Esto no implica el más mínimo desconocimiento de las 
facultades constitucionales de la Corte para designar Jueces. Lo que nosotros hemos venido a hacer aquí es una manifestación del 
Colegio de Abogados que, a nuestro juicio, es algo que también debería hacer la Facultad de Derecho -dado que se desconoce su 
opinión- o la Asociación de Magistrados Judiciales porque, sin el aval de ninguna de las instituciones que componen la Comisión 
Asesora, surge un nombre y se antepone a otros que ya cuentan con muchos votos desde hace mucho tiempo. 


Los señores Legisladores podrán imaginar que la Asociación de Magistrados Judiciales del Uruguay no puede estar muy conforme 
con un comportamiento de esta naturaleza. Si hay dos o tres Jueces que anteceden en mérito, por varios votos, por varios años, a 
quien es propuesto, y han estado en la lista esperando legítimamente su ascenso durante mucho tiempo, no creo que puedan 
sentirse muy felices con esta situación. 


Aclaro que el Colegio a veces ha hecho pequeñas salvedades; por supuesto, ha protestado y seguirá haciéndolo permanentemente 
cada vez que sea necesario. Siempre ha hecho la salvedad de que ningún tema ético estaba implicado, y también lo hace en esta 
ocasión. A veces ha hecho la salvedad de que no tiene ninguna observación con respecto a las cualidades intelectuales y a la 
calificación que en ese sentido tiene algún Juez. Pero en este caso sería muy interesante poder hacer esta pregunta a la Suprema 
Corte de Justicia: ¿cómo puede ser que un Juez que no cuenta con ningún voto aparezca aquí? Si la Corte contesta, estaremos 
ante una situación de cristalinidad; se trata de una resolución motivada. Si no lo hace, entonces se tratará de la situación que 
pretendemos combatir: que las resoluciones no sean motivadas o sean tomadas en un recinto donde no se admite que intervenga 
nadie. 


SEÑOR KORZENIAK.- Por razones que no son de posesión intelectual de capacidad, sino de tiempo, de experiencia o por haber 
leído las disposiciones de la Ley Orgánica de la Judicatura y la Acordada de la Corte, y conocer el funcionamiento práctico del 
sistema, quisiera hacer una pregunta muy concreta. 


Hay tres elementos que la Ley Orgánica menciona para la carrera judicial: capacidad, mérito y antigúedad; sin embargo, la 
Acordada de la Corte ha reglamentado el pronunciamiento de esta Comisión para uno solo de ellos. Mi pregunta no es de 
descripción jurídica sino de opinión, y la hago porque la Comisión tiene el deber de procurar la mayor cantidad posible de 
elementos para poder aconsejar al Senado. Efectivamente, como ha sido mencionado, el Magistrado cuyo ascenso se encuentra 
en este juego -dicho esto sin ningún sentido irónico- fue Coordinador Jurisdiccional del Programa de Fortalecimiento del Sistema 
Judicial Uruguayo entre 1998 y 2001, actividad que más bien pertenece a la ciencia de la administración y no tanto a la jurídica o 
jurisdiccional. 


Concretamente, quisiera saber si el hecho de que esta persona haya estado dos años fuera de la actividad típica del Magistrado es 
un factor que pesa para que el Colegio de Abogados opine que no corresponde su ascenso. 


SEÑORA WEIDER.- No pesa en absoluto, señor Senador. Incluso, como ha dicho recién nuestro Presidente, en el caso de los 
Secretarios Letrados de la Suprema Corte de Justicia, que están involucrados en una actividad que nosotros no podemos calificar, 
nunca tuvimos alguna observación que formular. En este caso, el hecho de que se haya dedicado a un trabajo administrativo 
designado por la Corte y capacitado por ella para ese fin, no tiene nada que ver. Nosotros tenemos la posibilidad de juzgar su 
actividad antes de 1998, cuando ya era Juez Letrado, y desde 2001 hasta ahora, ya que volvió a desempeñarse en el mismo 
Juzgado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Asuntos Administrativos agradece la comparecencia de los representantes del Colegio de 
Abogados ante ella, para dar su punto de vista acerca de una tarea sobre la que el Senado tendrá que resolver. No es costumbre 
de las Comisiones Parlamentarias discutir estos temas, pero tomaremos nuestra posición respecto del que nos ocupa y quedamos 
a las órdenes para mantener un contacto fluido entre el Colegio de Abogados y esta Comisión, que tanto tiene que ver con los 
asuntos que atañen a esa institución. 


(Se retiran de Sala los representantes del Colegio de Abogados del Uruguay) 
(Se suspende la toma de la versión taquigráfica.) 


(Es la hora 17 y 8 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


